
Declaración pública de abogadas y abogados sobre migración y situación en el norte del país 

Las abogadas y los abogados que suscribimos esta declaración, consideramos que es importante 

pronunciarnos sobre la crisis humanitaria que se está viviendo en el norte del país debido al ingreso 

masivo de migrantes, en su mayoría personas venezolanas, declarando que: 

1. Nos parecen aberrantes las manifestaciones de racismo y xenofobia que se apoderaron de 

las calles en la ciudad de Iquique la semana pasada. La indolencia de algunas personas y sectores 

que no han tenido la empatía para comprender que estamos ante personas, que vienen escapando 

de una de las crisis humanitarias más grandes de la región y del mundo, es grave. 

2. El Presidente Sebastián Piñera declaró públicamente hace algunos años una política de 

brazos abiertos con el pueblo venezolano debido a la grave crisis política, social y económica que 

atraviesa dicho país. Esas palabras de solidaridad han chocado con la realidad, pues el gobierno ha 

mantenido un discurso criminalizador de la movilidad humana, ligando constantemente migración 

y delincuencia, y ha respondido a los ingresos desesperados por pasos no habilitados con 

expulsiones ilegales y colectivas, prohibidas por el derecho internacional. Lo anterior en un contexto 

donde además existen graves falencias en el acceso a vías regulares de migración y trabas en el 

ingreso al procedimiento proteccional de asilo, entre otros problemas. 

3. La realidad que se está viviendo en el norte de Chile no es más que una consecuencia de la 

política migratoria implementada por este gobierno. Como muchas organizaciones advirtieron ya 

desde 2018, los visados restrictivos y la respuesta securitista y sancionatoria por parte del Estado 

no desincentiva el ingreso por paso no habilitado de personas que están desesperadas. En este 

sentido, las medidas antes mencionadas no toman en cuenta la realidad que se vive en la región y 

el hecho de que la mayoría de las personas que deciden ingresar por un paso no habilitado vienen 

escapando de violaciones masivas a sus derechos humanos. Por el contrario, estas medidas solo 

aumentan los ingresos irregulares, la desprotección y el caos.  

4. El Estado ha dejado a su suerte a autoridades de pequeñas localidades para que hagan 

frente a esta situación, sin tener los medios económicos ni la infraestructura adecuada para hacerlo, 

pese a reiterados llamados de las autoridades locales y de la sociedad civil. Por ello emplazamos al 

gobierno a generar una estrategia de respuesta humanitaria coordinada a nivel estatal y local, desde 

la óptica de los derechos humanos y con miras a tratar a la migración no como un problema, sino 

como un fenómeno multicausal inherente al ser humano y propio de un mundo globalizado. 

Asimismo, se insta al Estado a que cumpla con su obligación de prevenir violaciones a los derechos 

humanos en su territorio y de proteger a todos los habitantes que residen en el país, respetando los 

diversos tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile en la materia.  

 

Convoca: Clínica jurídica de Migrantes y Refugiados UDP 


